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separarse de los padres porque, aunque se les quiera, no pueden ofrecerles un hogar. En 
el mejor de los casos, algunas familias desahuciadas terminan viviendo en habitaciones 
realquiladas, o con los abuelos u otros familiares en espacios pequeños y hacinados. 
Unas formas de vida que los especialistas consideran que tienen efectos negativos en el 
crecimiento de niños y niñas.

Y no podemos dejar de mencionar cómo los estados anímicos de padres y madres pueden 
influir negativamente en la atención que prestan a sus hijos. La pérdida de confianza del 
adulto, la impotencia, rabia, tristeza, ansiedad o el estrés hacen que la relación entre la pareja 
y con los hijos se deteriore sensiblemente, repercutiendo en los cuidados y atenciones a 
éstos tanto afectivas como materiales.

En los últimos años, especialmente tras el incremento de procedimientos judiciales de 
desahucios durante la crisis económica, se han producido importantes avances de diversa 
índole para evitar o suspender los lanzamientos cuando en los inmuebles se encuentran 
viviendo niños y niñas. Bien es cierto que se han ido adoptando medidas para ayudar a 
aquellas familias más vulnerables cuyo derecho a la vivienda se encontraba en serio peligro, 
pero todavía queda un largo camino por recorrer para extender esta tutela o protección a 
todos los colectivos vulnerables con personas menores de edad a su cargo. 

Es difícil conocer el alcance de los menores afectados por los procesos de desahucio por la 
ausencia de datos oficiales. Sin embargo, atendiendo a los datos del Consejo General del 
Poder Judicial (González-Bueno, Bello y Arias, 2012; Fundación FOESSA, 2013) las ejecuciones 
hipotecarias se dispararon en 2011, en dicho año la cifra de ejecuciones hipotecarias triplicó 
a la de 2007 y en 2010 el número de ejecuciones fue aún mayor. Entre 2014 y 2018 se han 
reducido un 80,2% las ejecuciones a personas físicas en España y un 72,1% en Andalucía. 
Las ejecuciones hipotecarias a personas físicas en Andalucía suponen en 2018 el 27,4% de 
las del España. No obstante, estas cifras no incluyen los desahucios por impago de la renta 
del alquiler de la vivienda, que en los últimos años superan a los derivados de ejecuciones 
hipotecarias.

El Observatorio de Derechos Sociales, Económicos y Culturales (2013) estima que viven 
niños y niñas en el 75% de los hogares que han contactado con Plataformas de Afectados 
por la Hipoteca por amenaza de desahucio. Los procesos de desahucio impactan en sus 
vidas (AA.VV., 2016). El trabajo de Ramis-Pujol (2013) recoge algunos de los efectos que los 
desahucios están teniendo en niños y niñas que los padecen y su reflejo, por ejemplo, en 
el deterioro del rendimiento escolar. UNICEF añade consecuencias como hacinamiento en 
su nueva residencia, posibles cambios de cuidadores, de ciudad o de país (González-Bueno, 
Bello y Arias, 2012)2 

…

6.4.3. ¿Cómo ha incidido la pandemia en los derechos de la infancia y adolescencia más 
empobrecida?

…

3.- Pobreza, pandemia y derecho a una vivienda: El Derecho a la vivienda se ha visto 
comprometido también con la COVID-19. Si antes de la pandemia ya eran acuciantes las 
dificultades en el acceso y mantenimiento en una vivienda digna que sufre una parte de la 
población, a consecuencia de la importante crisis de este derecho que venimos arrastrando 
desde 2008, la imposibilidad de obtener ingresos o su pérdida de la noche a la mañana para 
muchas personas y las pesimistas previsiones económicas a consecuencia de las medidas 
adoptadas para hacer frente a esta grave crisis sanitaria, han empeorado el problema y ha 

2 Observatorio de la infancia en Andalucía. Ver nota 3.
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puesto también de manifiesto como se han acrecentado las desigualdades socioeconómicas 
entre amplios sectores de la población.

Han sido muchas las familias con escasos recursos económicos que se han dirigido a esta 
Institución para reivindicar su derecho a una vivienda, tanto para acceder a ella como para 
permanecer en la que ocupan y constituye su residencia habitual, contemplado no solo como 
un lugar donde vivir, sino como hogar dotado de confortabilidad, espacio, luz y seguridad 
para ellas y sus hijos e hijas. Citemos algunos ejemplos: 

a) “Somos una familia de 4 miembros, en mala situación económica y agravada por la 
situación actual. Hemos pagado todos los meses de alquiler y la situación de desahucio se 
produce por falta de pago de algunos recibos de agua. (…) El procedimiento está aplazado 
por el estado de emergencia. A mediados del mes de abril el propietario nos ha mandado 
un burofax donde dice que tenemos que abandonar el piso por fin de contrato el 31 de 
Mayo. Nuestra situación es de desamparo, sin tener ninguna otra vivienda ni posibilidad 
de costear ni encontrar ningún piso para mudarnos; por todo queríamos saber como 
debemos proceder.” 

b) “Tengo un problema de lanzamiento por falta de pago de Emvisesa que era para el día 
14 de abril de 2020. Pues no se ha llevado a cabo por la pandemia. Pero cuando comience 
la normalidad, tendré que irme del domicilio donde habito. Le comento que soy madre 
sola con un hijo a cargo, sin recibir ninguna pensión del padre del niño. A la vez trabajo 
vendiendo en los mercadillos ropa de segunda y a veces limpiando en una casa de una 
señora, que es por horas y eso solo me alcanza medio comer y comprar comida y ropa 
y limpieza de mi hijo.(...) Actualmente estoy mucho peor que antes, me quedé sin vender 
en los mercadillos, sin ninguna ayuda y solo recibo alimentos de la Cruz Roja, sin ningún 
ingreso.” 

A lo largo de 2020 el Gobierno de España ha ido adoptando una serie de medidas para, entre 
otros fines, aliviar la situación de muchos hogares cuyo derecho a la vivienda se encuentra 
en serio peligro.

Como primera medida adoptada por el Gobierno en 2020 debemos citar la nueva prórroga 
de la suspensión de los desahucios derivados de ejecuciones hipotecarias que afectan a 
personas en situación de especial vulnerabilidad probada antes de la declaración del Estado 
de alarma por el Real Decreto-ley 6/2020, de 10 de marzo, por el que se adoptan determinadas 
medidas urgentes en el ámbito económico y para la protección de la salud pública. Mediante 
este Real Decreto-ley se modificó la Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la 
protección a los deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social, la cual 
estableció en su día la suspensión de estos lanzamientos, suspensión que fue prorrogada en 
sucesivas ocasiones, estando prevista su finalización en mayo de 2020.

Con esta reforma, el citado Real Decreto-ley ha ampliado el plazo de suspensión de los 
lanzamientos cuatro años más, hasta mayo del año 2024, y ha ajustado el concepto de 
colectivo vulnerable a fin de incluir a deudores que, a pesar de encontrarse en una situación 
de especial vulnerabilidad, no estaban amparados por la anterior suspensión. Estas personas 
son, con la norma actualmente en vigor, entre otras, aquellas pertenecientes a familias 
numerosas, familias monoparentales con hijos a cargo o de las que forme parte un menor 
de edad. 

Por otro lado, durante la situación especial de estado de alarma, se suspendieron las 
actuaciones judiciales y los plazos procesales y, por tanto, de los desahucios que estuvieran 
en marcha. Una vez levantada dicha suspensión por la finalización del estado de alarma, 
entraba en juego una de las principales medidas adoptadas por el Gobierno en el Real Decreto 
Ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en 
el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, la introducción de un periodo de 
suspensión del procedimiento de desahucio y de los lanzamientos cuando afecten a personas 
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arrendatarias vulnerables sin alternativa habitacional. Así, en el artículo 1 se establecía que 
cuando la persona arrendataria acreditase ante el juzgado encontrarse en una situación 
de vulnerabilidad social o económica sobrevenida como consecuencia de los efectos de la 
expansión de la COVID-19 y por ello no encontrar una alternativa habitacional, se iniciaría 
una suspensión extraordinaria del acto de lanzamiento hasta que se adopten las medidas 
que los servicios sociales competentes estimasen oportunas, por un periodo máximo de seis 
meses desde la entrada en vigor del citado Real Decreto-Ley, esto es, el 2 de octubre.

Por contra, al finalizar el estado de alarma y reanudarse los plazos procesales, volvieron a 
ponerse en marcha los procedimientos y lanzamientos que habían quedado paralizados y 
que no podían acogerse a la referida medida del Gobierno por no derivar de arrendamiento 
de viviendas al amparo de la LAU o porque los afectados no cumplían los requisitos para 
ello, como los lanzamientos por ocupaciones en precario.

Posteriormente, el Real Decreto-ley 37/2020, de 22 de diciembre, de medidas urgentes para 
hacer frente a las situaciones de vulnerabilidad social y económica en el ámbito de la vivienda 
y en materia de transportes, ha prorrogado y modificado algunas medidas para evitar 
desahucios de personas vulnerables, completando así algunas lagunas en la protección de 
las personas más vulnerables.

Con la última reforma de 2020, además de establecer una nueva prórroga de la suspensión 
de los desahucios de personas vulnerables que no tengan alternativa habitacional, que pasa 
de finalizar en enero de 2021 a estar vigente hasta el 9 de mayo de 2021, se matizan los 
requisitos para acceder a dicha suspensión y se crea un nuevo supuesto de paralización 
de desahucios en caso de vivienda habitadas sin contrato de alquiler. Será necesario para 
poder suspender el lanzamiento que se trate de viviendas que pertenezcan a personas 
jurídicas o a personas físicas titulares de más de diez viviendas que no sean ni primera ni 
segunda residencia de ninguna persona; las familias habrán de encontrarse en situación 
de vulnerabilidad económica y tienen que contar con algún miembro dependiente, víctima 
de violencia de género o menores a cargo; y se excluye esta posibilidad cuando la entrada 
haya sido consecuencia de un delito si se realizan actividades ilícitas en su interior o si se ha 
accedido al inmueble a partir de la fecha de entrada en vigor del Decreto-Ley.

Sin embargo, desde el 2 de octubre al 22 de diciembre ha habido un periodo en el que no ha 
habido ninguna suspensión a la que acogerse ni siquiera en caso de desahucios derivados 
de contratos de arrendamiento de vivienda sujetos a la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de 
Arrendamientos Urbanos (LAU).

En todo caso, tanto si es de aplicación la suspensión de los desahucios en un caso concreto 
como si no lo es, la doctrina y jurisprudencia nacional e internacional dispone que cuando 
hay personas en situación de vulnerabilidad no debe llevarse a cabo el lanzamiento de la 
vivienda sin que se disponga de una alternativa habitacional.

…

4.- Pobreza, pandemia y derecho a la protección para los jóvenes extutelados

Esta Institución ha venido poniendo de manifiesto en muchos foros las enormes 
dificultades e importantes retos con los que se encuentran los chicos y chicas que se 
ven obligados a abandonar el Sistema de protección al cumplir la edad de 18 años, y los 
elevados riesgos de que aquellos entren en la marginación y en la exclusión social si no se 
les continua prestando apoyo y acompañamiento. Corren el riesgo de caer bajo las mafias u 
organizaciones delictivas, siempre ávidas de sacar el mayor provecho y la mayor explotación 
de las personas 

El problema resulta más acuciante para los jóvenes migrantes al carecer de referentes 
familiares en nuestro país, también por las dificultades para obtener o prorrogar su 
documentación, si la hubieran obtenido, a lo que habría de añadir las limitaciones para 
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obtener medios básicos de subsistencia a través de un trabajo como consecuencia de las 
trabas para acceder a la preceptiva autorización de trabajo.

La crisis de la COVID-19 ha afectado de forma sustancial a la inserción social y laboral de 
los jóvenes pero en el caso de los jóvenes migrantes ha agravado también su situación de 
vulnerabilidad y su riesgo de pobreza y exclusión social. La pérdida del empleo, la falta de 
protección social, las dificultades para el acceso a la vivienda o los problemas derivados 
de su situación administrativa se han visto incrementados también por la irrupción de las 
pandemia.

Estos jóvenes ni siquiera se han podido beneficiar de una de las más significativas medidas 
aprobadas por el Gobierno para luchar contra la pobreza, esto es, el Ingreso Mínimo Vital, y 
ello por cuanto el Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo, regulador de esta prestación, ha 
elevado a 23 años la edad para poder acceder a la misma. 

7  ANEXO ESTADÍSTICO

7.1 Relación de actuaciones de oficio

…

Queja 20/1107, ante el Ayuntamiento de la Puerta de Segura (Jaén), relativa a la denuncia por el 
fomento del uso por menores de edad de material pirotécnico en las Fiestas de Puerta del Segura 
(Jaén).

Queja 20/1108, ante los Servicios Sociales del Ayuntamiento de Villaverde del Río (Sevilla), dando 
traslado de una denuncia por la posible situación de riesgo de dos hermanas, menores de edad, 
residentes en dicho municipio.

…

http://defensordelmenordeandalucia.es/preguntamos-si-en-las-fiestas-de-puerta-del-segura-se-fomenta-que-los-ninos-usen-material
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